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Resumen 

La investigación analizó los límites constitucionales de la autonomía del delito de lavado 

de activos cuando existe una sentencia firme absolutoria respecto del delito fuente en el 

ordenamiento jurídico peruano. Desde un enfoque cualitativo, de nivel interpretativo y 

diseño hermenéutico, se realizaron entrevistas semiestructuradas a jueces, fiscales y 

abogados especializados en materia penal. Los resultados evidenciaron que la 

autonomía del lavado de activos tiene naturaleza principalmente procesal y no absoluta, 

por lo que permite investigar este delito sin una condena previa, pero exige acreditar de 

manera independiente el origen ilícito de los bienes. Asimismo, se determinó que una 

absolución firme que declare la inexistencia del delito fuente o la licitud de los bienes 

limita la continuidad de la persecución penal, salvo que existan nuevos hechos o pruebas 

autónomas. Respecto a los ingresos provenientes de actividades informales, se concluyó 

que la informalidad económica no constituye por sí sola un indicio suficiente de 

criminalidad, siendo necesaria la concurrencia de elementos probatorios objetivos y 

convergentes. Además, se estableció que la incautación de bienes debe ser revisada 

obligatoriamente tras una absolución firme y solo mantenerse de manera excepcional. 

Finalmente, se identificaron criterios jurídicos orientados a compatibilizar la autonomía del 

lavado de activos con la cosa juzgada, el debido proceso, la seguridad jurídica y la 

protección de los derechos fundamentales. 

Palabras clave: lavado de activos, autonomía procesal, límites constitucionales, 

seguridad jurídica. 
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Abstract 

This research analyzed the constitutional limits of the autonomy of the crime of money 

laundering when there is a final acquittal judgment regarding the predicate offense within 

the Peruvian legal system. Using a qualitative approach, with an interpretative level and a 

hermeneutic design, semi-structured interviews were conducted with judges, prosecutors, 

and lawyers specialized in criminal law. The findings revealed that the autonomy of money 

laundering is primarily procedural rather than absolute, allowing investigations to proceed 

without a prior conviction for the predicate offense, while still requiring independent proof 

of the illicit origin of the assets. Furthermore, it was determined that a final acquittal 

declaring the nonexistence of the predicate offense or the lawful origin of the assets 

restricts the continuation of criminal prosecution unless new facts or independent 

evidence are presented. Regarding income derived from informal economic activities, the 

study concluded that informality alone does not constitute sufficient evidence of criminality, 

making it necessary to establish objective and convergent evidentiary elements. 

Additionally, the research found that asset seizure measures must be subject to 

mandatory review following a final acquittal and may only be maintained under 

exceptional circumstances. Finally, legal criteria were identified to reconcile the autonomy 

of money laundering with the principles of res judicata, due process, legal certainty, and 

the protection of fundamental rights. 

Keywords: money laundering, procedural autonomy, constitutional limits, legal certainty. 
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I.​INTRODUCCIÓN  

I.1.​ Descripción del problema  

A nivel mundial, con el fin de reforzar la cooperación internacional y la persecución 

penal, algunas jurisdicciones han establecido el delito de lavado de activos como un 

delito vinculado al blanqueo de dinero, al mismo tiempo, se logró un mejor acceso a la 

cantidad de denuncias de operaciones sospechosas y una coordinación institucional más 

alta, no obstante, esta autonomía presenta retos para que se respete el debido proceso, 

la presunción de inocencia y otros derechos constitucionales que deben ser asegurados a 

lo largo de la investigación y la sanción penal (Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos [OCDE] 2022). En la Unión Europea, el aumento de los delitos 

económicos ha fomentado la creación de mecanismos de vigilancia a nivel supranacional. 

Esta es la expresión presente de la cuestión vinculada con la autonomía del delito de 

lavado de activos, asimismo, la Autoridad para la Lucha contra el Blanqueo de Capitales 

(AMLA) se encarga de las funciones esenciales de control y prevención, entre ellas la 

supervisión directa de 40 instituciones financieras complejas de la Unión Europea. Este 

contexto evidencia que hace falta reforzar la persecución autónoma de las conductas 

delictivas, asegura simultáneamente la seguridad jurídica en las pesquisas penales, el 

respeto a los derechos constitucionales y el debido proceso (Autoridad Bancaria Europea 

[EBA], 2026). En Tamil Nadu, un estado de India, las autoridades están investigando 

supuestas acciones de ocultamiento y modificación de actividades ilegales relacionadas 

con un empresario, existiendo dificultades con la autonomía del delito de lavado de 

activos. La Dirección de Ejecución (ED) mantuvo la inmovilización de activos valorados 

en 451,22 de rupias en 2026, al mismo tiempo, las investigaciones indicaron que el daño 

económico fue de aproximadamente 910,29 de rupias y que había más de 350 entidades 

involucradas para gestionar propiedades. Estos acontecimientos ponen de relieve la 

necesidad de actuar de forma independiente sin poner en riesgo las garantías 

constitucionales ni el debido proceso en la actuación del Estado (Sureshkumar, 2026). 

A nivel Latinoamérica, las autoridades chilenas crearon una estructura financiera 

asociada al Tren de Aragua, que se estima es una de las operaciones más grandes 

contra el lavado de dinero en América Latina. Esto pone de manifiesto el problema de la 

independencia del delito de lavado de activos, el estudio demostró que entre 2022 y 2025 

existieron movimientos ilegales aproximadamente en 85 millones de dólares, proveniente 

de secuestros, narcotráfico, contrabando y extorsión. Asimismo, se detuvo a 19 

individuos, entre los que había trabajadores relacionados con entidades bancarias, 

evidenciando lo complejas que son estas redes delictivas y la urgencia de realizar una 
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investigación independiente de sus acciones, de acuerdo con las garantías 

constitucionales y el debido proceso (Sanhueza, 2026). En Colombia, el caso Lili Pink ha 

puesto de manifiesto la cuestión de la autonomización del delito de lavado de activos, la 

Fiscalía investiga una supuesta red transnacional de contrabando y lavado de capitales 

relacionada con este caso. Según la investigación, desde 2013, la organización ha hecho 

uso de compañías ubicadas en Colombia y Panamá para importar productos de manera 

irregular y mover recursos al extranjero. En 2026, las autoridades pidieron que se 

procesara a ocho individuos por enriquecimiento ilícito, contrabando y actividades 

ilegales; también solicitaron la identificación de transacciones financieras no legales que 

superaron los 730 millones de pesos y que impactaron a más de 405 comercios (Muñoz, 

2026). El Tren de Aragua estableció en Perú y Chile un sistema financiero complejo para 

esconder los fondos obtenidos a través de la extorsión, la explotación sexual y otros 

crímenes, lo que evidencia el problema de la autonomía del delito de lavado de activos. 

Las investigaciones de 2026 mostraron que el organismo movió más de 75.000 millones 

de pesos chilenos (cerca de US$84,5 millones) a través de seis bancos, empresas 

fantasma y criptomonedas para enviar dinero al exterior. Asimismo, se encontró en Lima 

un esquema que consiguió conseguir cerca de tres millones de soles al año por medio de 

testaferros y compañías ficticias, lo cual evidencia la complejidad cada vez mayor de 

estas operaciones (Arce, 2026). 

A nivel nacional, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos creó la Política 

Nacional contra el Lavado de Activos al 2030 en el año 2025, con la colaboración de 23 

entidades públicas. Para disminuir la prevalencia de este delito y su efecto en términos 

socioeconómicos, el país también determina 46 actividades operativas, 8 lineamientos, 19 

servicios y 4 metas prioritarias. Este escenario evidencia la pérdida constante de 

actividades y la importancia de combinar métodos de sanción, investigación y prevención, 

sin transgredir las garantías constitucionales (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

[MINJUSDH], 2025). Asimismo, el Tribunal Constitucional revocó la decisión por lavado 

de activos contra una ex candidata presidencial, quien afrontaba una demanda fiscal que 

ascendía a treinta mil dólares por presuntas aportaciones ilegales a campañas 

electorales. Este caso ilustra lo complicado que es castigar la pérdida de activos sin 

menoscabar los principios clave como la legalidad, la defensa y la asistencia judicial 

efectiva, que son vitales para un Estado de derechos constitucional (Reuters, 2025). En 

Perú es notoria la autonomía del delito de lavado de activos, porque el sistema judicial 

continúa ocupándose de casos muy importantes vinculados con la corrupción y el 

encubrimiento de fondos ilegales. En esa misma línea, un exmandatario, fue sentenciado 

a 13 años y 4 meses de prisión por malversación de fondos después de que se revelara 
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que había empleado cerca de 5.1 millones de dólares obtenidos mediante sobornos para 

obtener propiedades inmobiliarias a través de una compañía offshore costarricense. Este 

caso enfatiza la urgencia de tratar el robo de activos como un delito verdadero, lo que 

posibilita penalizar las operaciones de capital sin poner en riesgo las garantías 

constitucionales o el debido proceso (Reuters, 2025). 

La independencia del delito de lavado de activos es uno de los fundamentos del 

derecho penal actual, debido que, posibilita la pesquisa y castigo de la ocultación, 

conversión, transferencia o tenencia de bienes provenientes de actividades ilícitas sin 

requerir una condena previa por la fuente del crimen. La ley y la jurisprudencia del Perú 

han reconocido este grado de autonomía con el objetivo de robustecer la batalla contra el 

crimen organizado, la corrupción y otros delitos que producen beneficios ilegales. No 

obstante, su implementación enfrenta restricciones constitucionales si el delito anterior 

fue absuelto de manera definitiva. En estos casos, se plantea una discusión legal sobre la 

compatibilidad de la actividad autónoma con principios esenciales como son el debido 

proceso, la presunción de inocencia, la seguridad jurídica y la protección jurisdiccional 

efectiva. Aunque el delito de lavado no exige que se acredite ante la justicia previamente 

la fuente ilícita, es necesario demostrar que los bienes tienen un origen ilícito 

comprobable. Por ende, cuando una sentencia firme rechaza la presencia del delito 

anterior o la responsabilidad penal de sus supuestos perpetradores, debemos analizar si 

hay suficientes elementos para sustentar la persecución real de actividades de lavado. 

I.2.​ Pregunta de investigación general 

¿De qué manera debe delimitarse la autonomía del delito de lavado de activos cuando 

existe una sentencia firme absolutoria respecto de la actividad criminal precedente, 

considerando la protección de los derechos y principios constitucionales en el 

ordenamiento jurídico peruano? 

I.3.​ Preguntas de investigación específicas 

¿Cuáles son los alcances jurídicos de la autonomía del delito de lavado de activos 

cuando una sentencia firme ha descartado la existencia del delito fuente o el origen ilícito 

de los activos? 

¿De qué manera la utilización de ingresos provenientes de actividades informales como 

indicio de lavado de activos puede afectar la presunción de inocencia, la legalidad penal y 

la debida motivación? 

¿Cuáles son los límites constitucionales para mantener la incautación de bienes cuando 

existe una sentencia firme absolutoria respecto del delito fuente? 
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¿Qué criterios jurídicos permiten compatibilizar la autonomía del lavado de activos con la 

cosa juzgada, el debido proceso y la seguridad jurídica? 

I.4.​ Objetivo general 

Analizar los límites constitucionales de la autonomía del delito de lavado de activos 

cuando existe una sentencia firme absolutoria respecto de la actividad criminal 

precedente en el ordenamiento jurídico peruano. 

I.5.​ Objetivos específicos 

Examinar los alcances jurídicos de la autonomía del delito de lavado de activos cuando 

una sentencia firme ha descartado la existencia del delito fuente o el origen ilícito de los 

activos. 

Analizar si la utilización de ingresos provenientes de actividades informales como indicio 

de lavado de activos puede afectar la presunción de inocencia, la legalidad penal y la 

debida motivación. 

Determinar los límites constitucionales aplicables al mantenimiento de la incautación de 

bienes cuando existe una sentencia firme absolutoria respecto del delito fuente. 

Establecer criterios jurídicos que permitan compatibilizar la autonomía del lavado de 

activos con la cosa juzgada, el debido proceso y la seguridad jurídica. 

I.6.​ Justificación 

Este estudio tuvo una justificación teórica porque al aportar al análisis y la 

comprensión de la autonomía del delito de lavado de activos y sus restricciones 

constitucionales, en comparación con la absolución absoluta del delito original en Perú, 

enriqueció el conocimiento doctrinal, normativo y jurisprudencial sobre esta cuestión 

jurídica. Desde una perspectiva práctica, ayudo a determinar hasta dónde llega y dónde 

están los límites de la autonomía del lavado de activos en los procesos penales, 

brindando datos útiles para fiscales, jueces, abogados y otros funcionarios judiciales para 

la interpretación y aplicación de las regulaciones actuales. Asimismo, tiene importancia 

social al tratar un asunto importante vinculado a combatir el crimen económico y proteger 

los derechos básicos, ayudando a fomentar un balance entre la efectividad del juicio 

penal y el respeto por las garantías constitucionales, tales como el debido proceso, la 

presunción de inocencia y la seguridad jurídica. Por último, la fundamentación 

metodológica se basó en la utilización de métodos científicos para examinar de manera 

sistemática fuentes normativas, doctrinales y jurisprudenciales, produciendo pruebas 
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firmes y fiables que servirán como cimiento para investigaciones venideras en el terreno 

de los derechos constitucionales y penales. 

I.7.​ Alcances 

Este estudio tuvo como propósito examinar la autonomía del delito de lavado de 

activos y sus restricciones constitucionales con respecto a la absolución firme del delito 

fuente en Perú, tomando en cuenta los elementos doctrinales, normativos y 

jurisprudenciales que regulan esta figura jurídica. El estudio tuvo como objetivo, desde un 

punto de vista cualitativo, entender las interpretaciones y normas formuladas por la 

legislación, la doctrina y los órganos jurídicos en términos de cómo se aplica 

efectivamente el delito de lavado de actividades y cómo este se relaciona con principios 

constitucionales como el debido proceso, la presunción de inocencia, la seguridad jurídica 

y la protección efectiva en términos legales. Para lograrlo, se tuvo en cuenta la 

planificación del estudio, la recolección y el análisis de datos que proceden de fuentes 

doctrinales, reglamentarias y jurisprudenciales, además de la organización e 

interpretación de los datos recopilados, lo que llevó finalmente a la producción del informe 

final. Asimismo, el estudio se realizó principalmente a través de recursos privados 

destinados a acceder y revisar documentos especializados. No obstante, pueden 

presentarse restricciones en cuanto a la accesibilidad de información actualizada, la 

variedad de criterios doctrinales y jurisprudenciales o el acceso a resoluciones judiciales 

específicas. En este marco, se procedió a un reconocimiento constante de posibles 

restricciones metodológicas para asegurar que los resultados conseguidos durante la 

investigación sean válidos, coherentes y rigurosos desde el punto de vista científico. 
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II.​ MARCO TEÓRICO 

II.1.​Antecedentes. 

II.1.1.​Antecedentes internacionales  

En su estudio Veronika y Asmarasari (2026) tuvo como objetivo general examinar 

la incautación de activos corporativos asociados con delitos de lavado de dinero en 

Indonesia, identificando desafíos y resultados potenciales en su implementación. La 

metodología empleada es la investigación jurídica normativa, con enfoque cualitativo y 

análisis conceptual, sin muestra empírica. Los resultados muestran que, aunque existe 

base legal para la incautación, los jueces a menudo la rechazan argumentando que la 

corporación es un sujeto de derecho, como en el caso PT. Jiwasraya. La conclusión 

señala que el positivismo legal limita la justicia sustancial, y se requiere reforma legal, 

incluyendo la confiscación sin condena (NCBF), mejora institucional y cooperación 

internacional. La efectividad de la incautación corporativa en Indonesia depende de 

superar el formalismo judicial mediante leyes más claras y mecanismos de recuperación 

de activos basados en análisis económico del derecho. 

Además, Foppel (2026) tuvo como objetivo general cuestionar la pretendida 

autonomía procesal del delito de lavado de dinero en Brasil, demostrando que su 

persecución depende de la existencia de una sentencia firme sobre el delito antecedente. 

La metodología es dogmático-jurídica, con análisis normativo y teórico basado en 

derecho comparado y doctrina penal brasileña, sin muestra empírica. Los resultados 

indican que, aunque la ley permite juzgar el lavado independientemente, la tipicidad 

normativa exige la certeza judicial del delito previo mediante sentencia definitiva; de lo 

contrario, si el delito antecedente es atípico o inexistente, el lavado se inviabiliza. La 

conclusión establece que no existe autonomía procesal, debiendo suspenderse la acción 

penal por lavado hasta el fallo final del delito antecedente para garantizar seguridad 

jurídica. La autonomía del lavado es aparente, pues su estructura típica requiere 

ineludiblemente la comprobación judicial previa del delito fuente. 

Asimismo, Bikelis (2025) tuvo como objetivo general analizar los límites últimos de 

las medidas de control de ganancias delictivas desde la perspectiva del principio de 

proporcionalidad, evaluando el concepto lituano de delito de enriquecimiento ilícito 

general. La metodología es jurídico-dogmática, con análisis cualitativo de casos y revisión 

de jurisprudencia del TEDH y TJUE. La muestra incluye 20 sentencias firmes y 36 

decisiones de sobreseimiento por enriquecimiento ilícito en Lituania entre 2018 y 2022. 

Los resultados muestran que, aunque existen condenas, el modelo lituano permite 
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sancionar posesión de bienes sin vínculo con delito alguno, generando alto riesgo de 

errores judiciales. La conclusión señala que este modelo general de enriquecimiento 

ilícito vulnera el principio de proporcionalidad al imponer confiscación total más sanciones 

penales sin evidencia de origen criminal.  El enriquecimiento ilícito solo sería proporcional 

si se limita a casos con evidencia de origen delictivo, como corrupción, no a cualquier 

patrimonio inexplicado. 

Por otro lado, Karapatakis (2026) su fin general fue examinar los desafíos de 

privacidad y protección de datos que plantea la Sexta Directiva contra el Lavado de 

Dinero de la UE, enfocándose en las ampliadas facultades de acceso a información de 

las Unidades de Inteligencia Financiera (UIF). La metodología es jurídico-dogmática, con 

análisis normativo y jurisprudencial del TJUE y TEDH, sin muestra empírica. Los 

resultados muestran que la Directiva otorga a las UIF acceso inmediato y directo a 

información financiera, administrativa y de aplicación de la ley, con categorías de datos 

vagas y no exhaustivas, lo que permite prácticas de inteligencia sin notificación previa. La 

conclusión señala que dichas facultades resultan desproporcionadas al carecer de 

precisiones suficientes y salvaguardas adecuadas, entrando en tensión con los derechos 

a la vida privada y protección de datos.  La ampliación de poderes de las UIF bajo la 

Sexta Directiva es incompatible con el principio de proporcionalidad, requiriendo 

categorías de acceso más estrictas 

Además, Torres (2023) tuvo como objetivo general analizar la constitucionalidad 

del test de proporcionalidad para probar el lavado de dinero en México, evaluando su 

utilidad como método para que los jueces acepten únicamente pruebas lícitas. La 

metodología es cualitativa y teórico-jurídica, incluyendo entrevistas a jueces federales 

entre marzo y septiembre de 2021 como parte del trabajo de campo. La muestra se 

compone de datos sobre sentencias federales en México, donde solo el 0.26% 

correspondió a lavado de dinero en los últimos cinco años. Los resultados indican que las 

autoridades presentan pruebas ilícitas o con vicios formales, lo que explica la baja 

efectividad en condenas. La conclusión señala que el test de proporcionalidad es una 

herramienta clave para que los fiscales justifiquen solicitudes probatorias ante jueces, 

garantizando el respeto a derechos fundamentales. El uso del test de proporcionalidad 

optimiza la obtención de pruebas lícitas y mejora la efectividad procesal. 

II.1.2.​Antecedentes nacionales 

El artículo de Loli (2024) tuvo como objetivo general demostrar que la autonomía 

del delito de lavado de activos en Perú es únicamente procesal, no sustantiva, por lo que 

es necesaria la identificación y acreditación del delito fuente como elemento del tipo 
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penal. La metodología es dogmático-jurídica, con análisis normativo del Decreto 

Legislativo 1106 y jurisprudencial de la Corte Suprema. No presenta muestra empírica. 

Los resultados indican que, pese a reformas como el Decreto Legislativo 1249 y la 

Sentencia Plenaria Casatoria 1-2017, el origen delictivo sigue siendo un elemento 

objetivo del tipo que debe probarse más allá de toda duda razonable para una condena. 

La conclusión afirma que la autonomía sustantiva es una mera ilusión, pues sin delito 

previo acreditado no puede configurarse el lavado. 

Por otro lado, Pantoja (2023), y su objetivo general fue establecer la relación entre 

la actividad probatoria y su implicancia en el proceso penal peruano contra el delito de 

lavado de activos en el distrito judicial de Ayacucho. La metodología es básica, de nivel 

descriptivo correlacional, con enfoque cuantitativo y diseño no experimental transversal. 

La muestra estuvo compuesta por 20 jueces penales, fiscales y abogados defensores. 

Los resultados muestran una correlación positiva significativa de Rho Spearman 0.401 

entre ambas variables, con valor p=0.008. La conclusión afirma que existe relación 

positiva y significativa entre la actividad probatoria y el delito de lavado de activos, 

destacando la utilidad de la prueba indiciaria, anticipada y la valoración probatoria para 

lograr condenas efectivas. 

Por otro lado, Pérez (2024) tuvo como objetivo general establecer los criterios que 

deben definir la naturaleza del delito de lavado de activos a la luz de los instrumentos 

internacionales adoptados por Perú. La metodología es cualitativa, de tipo aplicada, con 

diseño no experimental descriptivo-explicativo y enfoque cualitativo. La muestra está 

constituida por diez sentencias de la Corte Suprema y acuerdos plenarios sobre lavado 

de activos. Los resultados muestran que existe discusión jurisprudencial sobre si el 

lavado es autónomo o conexo al delito fuente, pero la autora concluye que debe 

considerarse materialmente conexo y procesalmente autónomo. La conclusión principal 

es que, por razones de política criminal y conforme a los instrumentos internacionales 

como las recomendaciones GAFI, el lavado de activos debe definirse como un tipo penal 

mixto. 

Asimismo, Nakano (2023) tiene como objetivo determinar si las consideraciones 

sobre el delito fuente influyen en las sentencias condenatorias por lavado de activos en 

Perú entre 2012 y 2020. La metodología es cualitativa y descriptiva, con diseño no 

experimental transversal. La muestra está compuesta por 140 sentencias condenatorias 

firmes, de las cuales se analizaron los delitos fuente identificados. Los resultados 

muestran que el delito de lavado de activos sigue siendo materialmente un delito de 

conexión, requiriendo siempre un delito previo. Los principales delitos fuente identificados 
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fueron: salud pública (53 casos, 98.1% tráfico ilícito de drogas), contra el patrimonio (35 

casos) y corrupción (20 casos). La conclusión principal es que las consideraciones sobre 

el delito fuente influyen significativamente en las sentencias condenatorias, evidenciando 

que no existe autonomía material del lavado de activos.  

En el caso de Acevedo et al. (2022) tiene como objetivo general analizar la 

criminalidad organizada, el lavado de activos y la extinción de dominio en Perú, 

destacando las medidas legales para combatir el patrimonio ilícito. La metodología es 

cualitativa y descriptiva, basada en revisión normativa y doctrinal, sin muestra empírica. 

Los resultados muestran que la criminalidad organizada genera grandes beneficios 

económicos ilícitos que ingresan al mercado mediante el lavado de activos, siendo el 

tráfico ilícito de drogas el delito fuente más relevante. La conclusión principal es que la 

extinción de dominio constituye una herramienta autónoma e independiente del proceso 

penal para trasladar bienes ilícitos al Estado, aunque su desarrollo aún se ve limitado por 

su tradicional adscripción a la jurisdicción penal. 

II.2.​Bases teóricas. 

Delito de lavado de activos  

La teoría de la autonomía del delito de lavado de activos sostiene que este crimen 

es autónomo con relación a la procedencia de los bienes o actividades ilegales. Según 

esta perspectiva, no es necesario que haya una condena previa por el delito original para 

perseguir penalmente el lavado de actividades; con demostrar que los bienes tienen un 

origen ilegal y que el agente llevó a cabo actos con la intención de ocultar, modificar, 

traspasar o dar apariencia legal a las actividades es suficiente. El objetivo de esta teoría 

es robustecer la batalla contra el crimen organizado y prevenir que los obstáculos para 

sancionar el origen del delito lleven a la persecución de operaciones de lavado de 

capitales (Calisaya, 2018).  

El delito de lavado de activos, según la teoría pluriofensiva, impacta al mismo 

tiempo en varios derechos legales que el sistema jurídico protege. Estos comprenden la 

administración de justicia, la seguridad pública, el orden económico y la transparencia y 

estabilidad del sistema financiero. Desde este punto de vista, el lavado de activos no solo 

posibilita que los criminales se beneficien ilegalmente, sino que además produce 

distorsiones económicas y promueve la persistencia de las acciones delictivas. Por eso 

es esencial reprimirlo para proteger la sociedad y el Estado de derechos (Chamba y 

Santillán, 2022). 
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La teoría del delito de fuente sostiene que para que el lavado de activos se 

configure, es fundamental la presencia de una actividad delictiva anterior. Es esencial 

corroborar que los fondos, bienes o ganancias involucrados en las operaciones de lavado 

se originan de una actividad ilegal, incluso reconociendo la autonomía procesal de este 

delito. Por lo tanto, desde la perspectiva jurídica, es importante establecer el origen 

delictivo de las actividades, porque esto posibilita estimar el valor de los bienes y del 

delito anterior, asegurando de esta manera que se respeten los principios de legalidad, 

tipicidad y debido proceso en la imputación del acto delictivo (Loli, 2024). 

Límites constitucionales 

De acuerdo con la teoría del debido proceso, el Estado está obligado a honrar los 

derechos fundamentales que la Constitución reconoce, en particular dentro del sistema 

de justicia penal. Entre estos derechos se encuentran el derecho a la autodefensa, el 

derecho a ser juzgado por un juez imparcial y competente y el derecho a que las 

resoluciones judiciales estén justificadas. Desde este punto de vista, la autonomía del 

delito de lavado de activos se basa en el deber constitucional de asegurar un proceso 

equitativo, evitando que la persecución penal tenga lugar en medio de violaciones a los 

derechos esenciales del individuo bajo investigación. Por ende, la eficacia de combatir el 

blanqueo de capitales no hace que sea razonable restringir arbitrariamente las garantías 

procesales reconocidas en la Constitución (Landa, 2017). 

De acuerdo con la teoría de la presunción de inocencia, nadie debería ser 

considerado culpable hasta que una sentencia formal demuestre su responsabilidad 

penal. Este principio constitucional requiere que las acciones del sistema de justicia penal 

se limiten, pidiendo que la responsabilidad por la pérdida de activos se determine a través 

de pruebas adecuadas y adquiridas por medios legales. Desde este punto de vista, la 

autonomía del acto de blanqueo de activos no puede ser entendida como un permiso 

para invertir la carga probatoria o suponer el origen ilegal de los bienes sin tener pruebas 

objetivas que lo avalen (Ferrajoli, 2018). 

De acuerdo con la teoría del principio de derecho penal, una conducta no puede 

ser castigada a menos que haya sido previamente definida por una ley clara, explícita y 

anterior como delito. Este principio es un derecho constitucional que permite al Estado 

ejercer su poder punitivo, porque requiere que las leyes penales sean claras y precisas 

para evitar interpretaciones arbitrarias. En lo que respecta al blanqueo de actividades, la 

autonomía del delito debe implementarse rigurosamente con base en los componentes 

que la ley ha fijado, asegurando así que el establecimiento del origen ilegal de las 
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actividades y la responsabilidad penal se lleven a cabo de acuerdo a las pautas legales 

previamente definidas (Mir, 2016). 

 

II.3.​Definición de las categorías. 

Delito de lavado de activos 

Se puede concebir el delito de lavado de activos como un conjunto de acciones 

orientadas a encubrir, modificar, traspasar o integrar al sistema económico formal 

ganancias o bienes provenientes de actividades ilegales, con el objetivo de otorgarles 

una apariencia legal. Este comportamiento tiene como objetivo dificultar el rastreo del 

origen ilegal de las acciones y posibilitar que sus autores se beneficien de los ingresos 

económicos logrados a través de la comisión de delitos anteriores (Lamas, 2017). 

El lavado de activos es un delito que implica llevar a cabo transacciones sobre 

bienes ilegales con el objetivo de ocultar o disfrazar su origen real. Aunque se acepta la 

autonomía procesal de este delito, su constitución requiere que haya acciones asociadas 

con una actividad delictiva anterior, dado que el elemento esencial de la conducta es el 

origen ilegal de los bienes involucrados en las operaciones de lavado (Loli, 2024). 

El lavado de activos es un tipo de derecho penal económico que persigue castigar 

las maneras empleadas para incorporar recursos derivados de actos delictivos en el 

mercado formal. Su meta es proteger el orden económico y financiero, evitando que el 

capital ilícito se incorpore al circuito legítimo de la economía a través de acciones como la 

conversión, la transferencia, el encubrimiento o la propiedad de bienes ilegales (Calisaya, 

2018). 

Causas de su incorporación en la legislación peruana 

En respuesta a la necesidad de adaptar el ordenamiento jurídico nacional a los 

compromisos internacionales asumidos por el Estado en la lucha contra el crimen 

organizado y los delitos transnacionales, se incorporó a la legislación peruana la 

autonomización del delito de lavado de activos. Convenios como el de Viena, el de 

Palermo y las recomendaciones del Grupo de Expertos Financieros Internacionales 

(GAFI) impulsaron el desarrollo de mecanismos normativos que permitieran investigar y 

sancionar el lavado de activos sin requerir una condena previa por parte de la fuente del 

delito, facilitando así un enjuiciamiento penal más eficaz contra estructuras criminales 

complejas (Pérez, 2024). 
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La independencia del delito de lavado de capitales se introdujo a causa de las 

dificultades en los procesos legales que suponía la demostración judicial del delito previo, 

sobre todo cuando las acciones criminales tenían lugar en contextos de corrupción, 

crimen organizado o delitos transfronterizos. Por esta razón, el legislador de Perú decidió 

conceder autonomía procesal para posibilitar la investigación de los bienes con origen 

ilícito sin requerir que se hubiera determinado o penalizado previamente la fuente del 

delito (Calisaya, 2018). 

Asimismo, la inclusión de este número se enmarcaba en una política penal cuyo 

objetivo era evitar que los beneficios económicos ilegales siguieran fluyendo dentro de la 

economía legítima. El legislador tenía como objetivo fortalecer los instrumentos para la 

persecución patrimonial y prevenir áreas de impunidad que beneficiaran a las 

organizaciones criminales implicadas en el blanqueo de capitales (Loli, 2024). 

Importancia en la lucha contra el crimen organizado 

Es fundamental en la batalla contra la delincuencia organizada, pues posibilita que 

las ganancias ilegales obtenidas por los grupos criminales sean perseguidas, aun cuando 

no haya una sentencia dura en relación al origen del delito. Esta característica aumenta la 

habilidad del sistema de justicia para desmantelar organizaciones criminales que tienen 

como meta principal conseguir y legitimar fondos económicos obtenidos de actividades 

ilegales (Pérez, 2024). 

Asimismo, la autonomía hace más accesible la investigación de operaciones 

financieras complejas que buscan encubrir el origen ilegal de las actividades. A veces, las 

autoridades pueden actuar contra redes criminales conectadas con delitos graves como 

el narcotráfico, la corrupción y la trata de personas gracias a esto, lo que evita que los 

recursos ilegales se integren exitosamente en el sistema económico legal (RPA, 2025). 

Igualmente, la autonomía del acto de lavado de activos es una herramienta del 

crimen que posibilita un ataque contra el elemento económico de las organizaciones 

criminales. Su estructura operativa se ve directamente impactada cuando, al privarlas de 

las ganancias adquiridas de manera ilícita, su capacidad financiera, su expansión y su 

viabilidad a largo plazo disminuyen (Yanqui, 2018). 

Ventajas de su aplicación 

Una de las ventajas más importantes de la autonomización del crimen de lavado 

de activos es que posibilita una persecución penal más efectiva, puesto que la indagación 

sobre el lavado no está sujeta a que exista antes una condena por el delito original. Esto 
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agiliza la respuesta de las autoridades frente a operaciones sospechosas vinculadas con 

actividades ilegales y previene retrasos en los procedimientos (Calisaya, 2018). 

Una ventaja adicional es que fortalece la capacidad del Estado para combatir las 

ganancias obtenidas mediante actividades ilegales y recuperar las acciones ilícitas. De 

esta manera, se reducen las ganancias económicas de la criminalidad y se pone de 

relieve el hecho de que las actividades vinculadas a la corrupción y al crimen organizado 

continúan (Pérez, 2024). 

Por último, la autonomía del delito de lavado de activos ayuda a una mejor 

defensa del sistema financiero y económico al posibilitar que las operaciones dirigidas a 

legitimar recursos ilegales sean detectadas y sancionadas. Esto fomenta la confianza en 

las instituciones, la transparencia financiera y la eficiencia de la gestión de justicia ante 

fenómenos delictivos complejos (RPA, 2025). 

Límites constitucionales 

Las restricciones que la Constitución establece para el ejercicio de los derechos 

fundamentales y del poder estatal se conocen como limitaciones constitucionales. Estas 

restricciones buscan asegurar que los derechos de las personas coexistan pacíficamente 

y que otros derechos constitucionalmente importantes sean protegidos. Estas limitaciones 

son instrumentos que buscan garantizar que los derechos se ejercen dentro de un marco 

que es coherente con los principios y valores de la constitución, no su negación (Castillo, 

2023). 

Los límites constitucionales son el conjunto de parámetros jurídicos que delimitan 

la magnitud de los derechos fundamentales y hacen posible su coexistencia con otros 

intereses, derechos y mandatos establecidos en la constitución. De acuerdo con este 

punto de vista, los derechos no son absolutos y pueden ser limitados por la ley, siempre 

que dichas restricciones estén justificadas por la Constitución y mantengan el contenido 

esencial del derecho afectado (Romero, 2022). 

Las restricciones constitucionales funcionan como criterios de control que 

posibilitan el análisis de la legitimidad de las limitaciones a los derechos fundamentales. 

Su base es la necesidad de evitar el ejercicio arbitrario de los derechos y asegurar que 

toda limitación cumpla con los principios de racionalidad, proporcionalidad y respeto por 

el núcleo esencial de las libertades constitucionalmente reconocidas (Esparza y Díaz, 

2023). 
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Causas de los conflictos constitucionales 

Los conflictos entre los derechos fundamentales que la Constitución reconoce, 

como el debido proceso, la seguridad jurídica y la presunción de inocencia, y los 

principios constitucionales se producen sobre todo cuando hay un conflicto con la 

persecución del delito de lavado de activos. La interpretación de la autonomía del lavado 

de actividades en relación con la necesidad de verificar el origen del delito es uno de los 

elementos más relevantes en el caso peruano. Esto puede dar lugar a tensiones entre la 

eficiencia del sistema penal y los derechos constitucionales del individuo acusado. 

Asimismo, la disparidad de delitos y la falta de coherencia en la jurisprudencia propician 

que el ordenamiento jurídico sea inestable y que se tomen decisiones contradictorias 

(García, 2021). 

Efectos de una absolución firme sobre el proceso por lavado de activos 

Una sólida dedicación con la fuente del delito tiene un impacto importante en el 

proceso de lavado de dinero, sobre todo en lo que se refiere a la necesidad de identificar 

el origen ilegal de los bienes. Desde un punto de vista garante, si no hay elementos 

independientes que respalden la legitimidad de las acciones, el castigo por el delito previo 

puede debilitar o incluso limitar la prosecución del lavado de dinero. No obstante, otra 

perspectiva argumenta que la independencia del delito posibilita que la investigación 

prosiga mientras se evidencie de manera independiente la ilegalidad de los bienes, sin 

necesidad de una condena previa (Prado, 2020). 

Consecuencias jurídicas de mantener la persecución penal 

Conservar la persecución penal a través del lavado de actividades por la 

presencia de una absolución del delito original puede tener varias consecuencias 

jurídicas, sobre todo en lo que corresponde a la legitimidad del proceso penal y al 

cumplimiento del principio de ne bis in idem. Desde el punto de vista del derecho 

constitucional a la justicia penal, si se persiste en argumentar la ilicitud de los bienes sin 

contar con una evidencia sólida y fehaciente, se pone en peligro la seguridad jurídica. No 

obstante, se sostiene asimismo que, si hay pruebas suficientes que respalden la 

ilegalidad de las acciones, la persecución penal podría seguir en marcha con el objetivo 

de prevenir la impunidad en situaciones delictivas complejas (Bramont, 2019). 

 

 

 

14 
 



II.4.​Subcategorías 

Delito de lavado de activos 

Se divide en cuatro, subcategorías; la primera es la Autonomía procesal del 

lavado de activos, Se refiere a la posibilidad de iniciar y continuar una investigación por 

lavado de activos sin que previamente exista una sentencia condenatoria por la actividad 

criminal que generó los bienes. No obstante, la independencia procesal no excluye la 

obligación de demostrar el origen delictivo de los activos (Loli, 2024). La segunda es la 

Actividad criminal precedente, es la conducta delictiva previa de la cual proceden los 

bienes, dinero, efectos o ganancias posteriormente sometidos a actos de conversión, 

transferencia, ocultamiento o tenencia. Aunque no siempre se requiere identificar de 

manera exhaustiva un delito específico, debe acreditarse una actividad criminal con 

capacidad para generar los activos cuestionados (Loli, 2024). La tercera es, la 

Acreditación del origen ilícito de los activos, comprende la demostración, mediante 

prueba directa o indiciaria, de que los bienes investigados proceden de una actividad 

criminal. La autonomía del lavado no autoriza a presumir automáticamente el origen ilícito 

ni a sustituir su acreditación por la sola existencia de un incremento patrimonial no 

explicado (Loli, 2024). Finalmente, el origen ilícito frente a ingresos informales, constituye 

la aplicación de la exigencia de acreditar el origen criminal en situaciones donde el 

investigado obtiene ingresos provenientes de actividades económicas informales. La 

informalidad, la ausencia de bancarización o la falta de documentación tributaria pueden 

ser elementos de análisis, pero no equivalen por sí solos a la procedencia delictiva de los 

bienes (Loli, 2024). 

Límites constitucionales  

Esta se divide en cuatro subcategorías, la primera es la presunción de inocencia, 

la presunción de inocencia es un derecho esencial que asegura que cualquier individuo 

sometido a un procedimiento penal será considerado inocente hasta que una sentencia 

definitiva declare su culpabilidad. Este principio es una garantía esencial del debido 

proceso y requiere que el acusador sea el encargado de presentar pruebas, lo cual quiere 

decir que el acusado tiene la responsabilidad de demostrar su inocencia durante todo el 

procedimiento legal (Angulo, 2008). Como segunda subcategoría tenemos el debido 

proceso y derecho de defensa; son garantías esenciales que garantizan a cada individuo 

la habilidad de intervenir con eficacia en un procedimiento judicial o administrativo. El 

derecho a la defensa asegura que el individuo cuente con la oportunidad de ser oído, 

demostrar pruebas, contradecir las acusaciones en su contra y tener asistencia jurídica 

apropiada a lo largo de todo el proceso. Por otro lado, el debido proceso requiere que las 
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acciones se realicen conforme a los reglamentos establecidos previamente por el 

ordenamiento jurídico (Landa, 2012). Como tercera subcategoría tenemos la seguridad 

jurídica y cosa juzgada, es un principio esencial del Estado de derechos constitucionales 

que asegura a los ciudadanos la estabilidad y previsibilidad de las resoluciones judiciales, 

posibilitando que estos entiendan lo que sus acciones conllevan y tengan confianza en la 

aplicación equitativa de la ley. En esta línea, la cosa juzgada representa un caso 

específico de seguridad jurídica, porque garantiza que las resoluciones judiciales firmes 

sean inamovibles y definitivas, evitando que se repitan indefinida ente disputas ya 

solucionadas por los órganos jurisdiccionales (García, 2004). Como ultima tenemos el 

Derecho de propiedad y proporcionalidad de la incautación, El derecho de propiedad 

puede ser objeto de restricciones cuando estas se encuentren previstas legalmente y 

respondan a una finalidad constitucionalmente legítima. Sin embargo, la incautación debe 

superar un análisis de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, especialmente cuando 

existe una sentencia firme que ha descartado el delito fuente o el origen ilícito de los 

bienes (Landa Arroyo, 2017). 
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III.​MATERIAL Y MÉTODOS 

III.1.​ Tipo de investigación 

La investigación fue de tipo básico porque su objetivo principal es aumentar el 

conocimiento legal sobre las restricciones constitucionales de la autonomía del delito de 

lavado de activos en relación con un fallo absolutorio firme por la fuente del delito. La 

investigación tuvo como objetivo generar una interpretación principal que contribuya a 

entender más adecuadamente la controversia planteada, en vez de realizar de inmediato 

una intervención específica (Hernández y Mendoza, 2018). 

La investigación se realizó desde una perspectiva sociojurídica, porque estuvo 

fundamentada en las experiencias y puntos de vista de los profesionales del derecho. 

Desde el punto de vista sociojurídica, es posible entender cómo las reglas y principios 

son comprendidos en la práctica por los que participan en el sistema judicial, 

especialmente a partir de las funciones de juzgamiento, defensa legal y persecución 

penal (Banakar y Travers, 2005). 

III.2.​ Nivel de Investigación 

El estudio fue de alcance interpretativo, puesto que se enfoca en entender las 

argumentaciones de los participantes. Se analizo cómo los operadores jurídicos perciben 

la autonomía de las actividades de lavado y cuáles consideran que son sus derechos en 

términos de la cosa juzgada, la presunción de inocencia, el debido proceso, la seguridad 

jurídica y los derechos sobre propiedad (Creswell y Poth, 2018). 

Adicionalmente, tuvo un alcance integral porque buscó determinar las causas de 

los diferentes cargos profesionales. La meta no fue decidir si los participantes están de 

acuerdo o en desacuerdo con una posición específica, sino entender la estructura de sus 

argumentos y las consecuencias legales que llevan a una absolución contundente por el 

origen del delito (Flick, 2015). 

Se llevó a cabo la investigación desde una perspectiva cualitativa, ya que 

persiguió tender e interpretar los estándares jurídicos de jueces, fiscales y abogados en 

relación con la autonomía del delito de lavado de activos y sus restricciones 

constitucionales cuando hay una firmeza absoluta sobre el origen del crimen. Esta 

perspectiva posibilitará identificar valoraciones jurídicas, experiencias en el ámbito 

profesional y argumentos que no se pueden explicar de manera apropiada a través de 

datos numéricos o métodos estadísticos (Hernández-Sampieri y Mendoza, 2018). 
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Asimismo, la investigación comenzó con categorías ya establecidas, aunque 

permitió que aparezcan nuevos significados o argumentos que no fueron considerados 

antes durante las entrevistas. Dado que la revisión de las respuestas y la identificación de 

patrones relevantes para el problema en cuestión mejoran el análisis, esta flexibilidad es 

solo del enfoque cualitativo (Flick, 2015). 

III.3.​ Diseño de la Investigación 

Se utilizó un diseño hermenéutico-interpretativo ya que el estudio tuvo como 

objetivo comprender el significado de los discursos jurídicos expresados ​​por los 

participantes. Hermenéutica permite interpretar las respuestas dentro de su contexto 

profesional, teniendo en cuenta el rol de cada entrevistado dentro del sistema de justicia 

penal y su experiencia con el tema investigado (Creswell y Poth, 2018). 

El diseño fue flexible, dado que se basará en categorías y subcategorías definidas 

anteriormente en la matriz de categorización; sin embargo, permitió la incorporación de 

códigos emergentes a lo largo del análisis. Asimismo, es posible que surjan contenidos 

relacionados con la autonomía relativa, las clases absolutas, las reglas de prueba, la 

suficiencia de indicadores o los resultados de transferir bienes (Braun y Clarke, 2021). 

III.4.​ Población – Muestra 

Ocho participantes formaron parte del estudio, incluyendo a jueces, fiscales y 

letrados con experiencia en procedimientos o derecho penal. Como cada grupo actuó 

desde una función distinta en el sistema de justicia (la persecución penal, la toma de 

decisiones jurisdiccionales y la defensa táctica), contar con estos tres perfiles ofreció un 

enfoque distinto sobre el asunto (Hernández y Mendoza, 2018). 

Debido a la naturaleza especializada y cualitativa de la investigación, se 

seleccionaron ocho participantes. El propósito de este tipo de estudio no es representar 

estadísticamente a toda la población de profesionales del derecho, sino compilar 

información relevante y profunda de aquellos que tienen un conocimiento cercano al tema 

investigado (Creswell y Poth, 2018). 

La distribución propuesta será la siguiente: 

Participantes Cantidad Código 

Jueces 2 J01 y J02 

Fiscales 3 F01, F02 y F03 

Abogados 3 A01, A02 y A03 

Total 8 — 
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La codificación permitió resguardar la identidad de los entrevistados a lo largo de 

la transcripción, el análisis, la organización y la presentación de los resultados. Se 

emplearon caracteres alfanuméricos que indiquen de manera precisa el perfil profesional 

y la secuencia de participación, en vez de usar nombres personales (Flick, 2015). 

Se empleo una muestra no probabilística, deliberada y fundamentada en criterios, 

ya que los ocho participantes fueron seleccionados meticulosamente de acuerdo a su 

experiencia laboral y sus conocimientos especializados. Esta perspectiva es adecuada 

cuando la investigación requiere de individuos capaces de brindar información relevante 

sobre un asunto específico (Palinkas et al., 2015). 

Criterios de inclusión 

Se incorporó jueces, fiscales y abogados que cuenten con una trayectoria 

profesional de cinco años o más en materia de justicia penal, procedimientos penales, 

delitos organizados, corrupción o justicia económica. Estos estándares garantizaron que 

las respuestas se fundamenten en conocimientos y experiencias laborales relacionadas 

con el tema de estudio (Palinkas et al., 2015). 

Criterios de exclusión 

Los profesionales que no tengan experiencia en el sistema de justicia penal, en el 

proceso de justicia penal o en actividades de lavado quedarán excluidos. Además, fueron 

excluidos los participantes cuyas respuestas no sean completas o no contribuyan al 

desarrollo de las categorías del estudio (Creswell y Poth, 2018). 

III.5.​ Técnica de investigación 

La entrevista semiestructurada permitió explorar temas relacionados con la 

autonomía del delito de lavado de activos, la absolución firme del delito fuente, la 

presunción de inocencia, el debido proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y los límites 

constitucionales aplicables a esta figura jurídica. De esta manera, se obtuvo información 

directa de especialistas que conocen la problemática desde una perspectiva jurídica, 

doctrinaria y jurisprudencial (Flick, 2018; Patton, 2015). 

La elección no se realizó al azar, porque no todos los profesionales del Derecho 

poseen experiencia suficiente en lavado de activos, delito fuente, medidas de coerción 

real o garantías constitucionales dentro del proceso penal. Por ello, se priorizó a quienes 

puedan aportar argumentos sólidos y vinculados directamente con los objetivos de la 

investigación (Campbell et al., 2020). 
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La cantidad de participantes no fue el criterio principal, sino la calidad y 

profundidad de sus respuestas. Se consideró suficiente cuando la información facilite la 

identificación de puntos de vista legales claros, similitudes, diferencias y argumentos 

relevantes entre los tres grupos profesionales (Creswell y Poth, 2018). 

III.6.​ Instrumento de investigación 

El instrumento fue una guía de entrevista semiestructurada, compuesta por 8 

preguntas abiertas, elaborada en función del objetivo general, los objetivos específicos, 

las categorías y subcategorías de análisis. La guía tuvo preguntas abiertas orientadas a 

obtener información detallada sobre la autonomía del delito de lavado de activos y sus 

límites constitucionales frente a la absolución firme del delito fuente en el Perú 

(Hernández-Sampieri y Mendoza, 2018). 

La guía de entrevista fue revisada mediante juicio de expertos, con la finalidad de 

verificar la claridad, pertinencia, coherencia y suficiencia de las preguntas en relación con 

los objetivos del estudio. La validación por expertos permitió mejorar la calidad del 

instrumento y asegurar que las preguntas realmente recojan información vinculada con 

las categorías de análisis (Escobar-Pérez y Cuervo-Martínez, 2008). 

Escenario de estudio 

El ámbito de estudio estuvo constituido por las áreas profesionales en las que 

laboran fiscales, jueces y abogados especializados en justicia penal, proceso penal, 

lavado de activos y crimen organizado. Las entrevistas se llevaron a cabo de forma virtual 

o presencial, en función de la disponibilidad de los participantes. Se garantizo que sean 

en entornos privados, sin interrupciones y con las condiciones apropiadas para promover 

la confidencialidad de los procedimientos, la comunicación clara y la libre expresión de 

ideas, tal como lo proponen las investigaciones metodológicas cualitativas (Creswell y 

Poth, 2018; Flick, 2015). 

Categorías de análisis 

La autonomía del delito de lavado de activos fue la primera, que se define como la 

habilidad para investigar y perseguir este crimen sin necesidad de una condena penal 

anterior. Esto tiene, además, las subcategorías de autonomía procesal, conducta delictiva 

anterior, acreditación de origen ilegal y origen ilegal en lo que respecta a ingresos 

informales (Loli, 2024). 

El segundo apartado se llama limitaciones constitucionales, en contraste con la 

absolución absoluta de la fuente del crimen. Esto abarca, además de la seguridad jurídica 
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y la cosa juzgada, el derecho a la propiedad, la presunción de inocencia, el debido 

proceso y motivación y la proporcionalidad del encarcelamiento (Landa Arroyo, 2002). 

Procedimiento de recolección de datos 

La recolección de datos se llevó a cabo en cinco fases. En primer lugar, se 

identificó ocho expertos que cumplan con los criterios de inclusión y se les contactó para 

comunicarles el objetivo de la investigación, su participación y la confidencialidad de los 

datos. Luego, se organizó la entrevista, incluyendo el método, la fecha y la hora; además 

de presentar el consentimiento informado y solicitar autorización para grabar audio. En 

tercer lugar, la guía de ocho preguntas se empleó en entrevistas individuales que tuvo 

una duración de entre treinta y sesenta minutos, según el grado de profundidad que se 

necesite. Cuarto, el audio fue transcrito palabra por palabra y examinado para asegurar la 

exactitud del contenido. Por último, las transcripciones se codificaron para hacerlas 

anónimas y se organizó en el software ATLAS.ti para su análisis. Se tomo las entrevistas 

a jueces, fiscales y abogados como unidades de estudio (Flick, 2015) 

Método de análisis de datos 

Dado que este procedimiento posibilito detectar, estructurar e interpretar modelos 

de significado hallados en las entrevistas, se analizó los datos a través del análisis 

temático. Esto permitió comprender aspectos fundamentales sobre la autonomía del 

lavado de actividades y sus restricciones constitucionales. El procedimiento consistió en 

hacerse familiar con las transcripciones, detectar unidades de significado, generar 

códigos y subdividirlos, elaborar temas e interpretar de manera flexible y editable. La 

codificación fue inductiva, al incluir códigos que surjan durante el análisis, y deductiva, al 

basarse en categorías definidas previamente. Finalmente, los resultados se 

fundamentaron no solo en la frecuencia de los argumentos, sino también en su 

profundidad y coherencia con las metas y en lo que contribuyan a explicar el tema 

investigado (Braun y Clarke, 2021; Saldaña, 2021). 

Procesamiento en ATLAS.ti 

Para comparar sus perspectivas profesionales, las ocho transcripciones de 

entrevistas en ATLAS.ti se organizaron en tres grupos: jueces, fiscales y abogados. 

Posteriormente, se identificarían y codificarían las citaciones pertinentes en relación con 

categorías como autonomía procesal, actividad delictiva previa, origen ilícito, ingresos 

informales, presunción de inocencia, debido proceso, cosa juzgada, seguridad jurídica e 

incitación. Las muestras se purificaron para evitar duplicaciones y luego se agruparán en 

categorías y subcategorías según los objetivos del estudio y los hallazgos emergentes. 
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Además, se hizo memorandos analíticos para registrar las interpretaciones y decisiones 

tomadas durante el proceso, complementados con herramientas como tablas de 

coocurrencia y redes semánticas, que brindaron apoyo visual sin reemplazar la 

interpretación jurídica del investigador (Friese, 2019). 

Triangulación 

El estudio empleó la triangulación de participantes, cotejando las respuestas de 

jueces, abogados y fiscales para determinar similitudes, discrepancias y potenciales 

conflictos entre estos tres perfiles profesionales. No se llevó a cabo la triangulación de 

métodos, ya que la técnica para recoger datos sería las entrevistas semiestructuradas y 

la doctrina, el derecho normativo y la jurisprudencia se emplearían únicamente para 

cotejar las conclusiones de la discusión sin desempeñar un papel de fuente metodológica 

extra. Esta comparación entre los participantes permitió que se entienda cómo la función 

profesional afecta la interpretación de la autonomía del lavado de activos, al diferenciar 

las perspectivas únicas de la función jurisdiccional, el procedimiento penal y la defensa 

técnica (Flick, 2015) 

Rigor científico 

Los criterios de transferibilidad, confiabilidad, confirmabilidad y credibilidad 

garantizarán la precisión del estudio al posibilito que se valore la calidad de la 

investigación cualitativa sin tener que utilizar los parámetros estadísticos propios del 

enfoque cuantitativo. Para garantizar la consistencia entre los hallazgos y las 

percepciones de los entrevistados, se fortaleció la credibilidad a través de entrevistas en 

profundidad, análisis de transcripciones, triangulación de participantes y utilización de 

citas textuales significativas. La fiabilidad se aseguró si cada etapa que compone el 

proceso de recopilación, codificación y análisis (incluidas las decisiones tomadas en 

ATLAS.ti) se registra con sumo cuidado. La confirmabilidad se sostiene en la 

conservación de grabaciones de audio, transcripciones, documentos y memorandos 

analíticos que apoyan los descubrimientos y hacen posible distinguir entre lo que son los 

datos y lo que son las interpretaciones del investigador. Finalmente, describir con claridad 

el entorno, los participantes y el proceso fomentaría la transferencia y haría más sencilla 

la evaluación de su aplicabilidad en otros contextos jurídicos parecidos (Lincoln y Guba, 

1985) 

Presentación de resultados 

Los hallazgos se clasificaron de acuerdo con las categorías y subcategorías 

definidas en la investigación, mostrando en cada apartado los hallazgos más relevantes, 
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las citas significativas y las coincidencias y discrepancias entre jueces, fiscales y 

abogados, junto con su respectiva interpretación jurídica. Las citas se reconocerán a 

través de códigos alfanuméricos (por ejemplo, J01, F02 o A03), lo cual posibilitó la 

conservación de los resultados sin poner en riesgo las identidades de los participantes. 

Asimismo, las tablas de hallazgos y redes semánticas elaboradas en ATLAS pudieron 

añadirse, siempre que vengan con una explicación analítica que conecte el contenido con 

la clasificación y los objetivos del estudio, a fin de evitar la exposición meramente 

descriptiva de la producción del software sin análisis académico (Braun y Clarke, 2021). 

Consideraciones éticas 

La participación fue voluntaria y estuvo garantizada mediante consentimiento 

informado, en el que los participantes conocerán los objetivos del estudio, cómo se 

utilizaron sus respuestas y su derecho a retirarse en cualquier momento. La 

confidencialidad se salvaguardo mediante la asignación de códigos alfanuméricos, 

impidiendo la publicación de información personal, institucional o de cualquier otra índole 

que permita su identificación o la de los terceros mencionados. Además, el audio y las 

transcripciones se almacenó en medios seguros y se utilizaron únicamente con fines 

académicos. El acceso fue restringido y los datos identificables fueron eliminados al 

finalizar el plazo de almacenamiento. Por último, se respetó la integridad de las 

respuestas evitando cambios o interpretaciones fuera de contexto y separando 

claramente las voces de los participantes de las interpretaciones del investigador en la 

presentación de los resultados (Flick, 2015) 
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IV.​RESULTADOS 

Resultado del objetivo específico 1. Examinar los alcances jurídicos de la autonomía 

del delito de lavado de activos cuando una sentencia firme ha descartado la existencia 

del delito fuente o el origen ilícito de los activos. 

Tabla 1 

Alcances jurídicos de la autonomía frente a una sentencia absolutoria firme 

Hallazgo temático Síntesis de los discursos Participantes 

Autonomía de 
naturaleza procesal 

La persecución del lavado no requiere una 
condena previa por el delito fuente; sin 
embargo, esta independencia no elimina la 
necesidad de acreditar el origen delictivo de los 
activos. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Autonomía relativa y 
no absoluta 

La autonomía pierde legitimidad cuando se 
utiliza para sostener nuevamente hechos o 
bienes cuya ilicitud fue descartada de manera 
firme. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Efecto diferenciado 
de la absolución 

La absolución por inexistencia del delito fuente 
o por origen lícito tiene efecto impeditivo; la 
falta de participación o la insuficiencia 
probatoria permiten continuidad solo con 
elementos independientes. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Exigencia de base 
autónoma 

La continuidad del proceso exige otra actividad 
criminal, hechos distintos o evidencia nueva 
que no contradiga lo resuelto con autoridad de 
cosa juzgada. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Nota. Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas. 

 

Interpretación de la tabla. Los ocho especialistas concordaron en que la autonomía de 

la actividad debería ser concebida, sobre todo, como una norma de independencia del 

proceso. En este contexto, la investigación puede continuar sin una condena penal 

previa; no obstante, esta facultad no exime al acusador de demostrar que los bienes 

tienen antecedentes penales. El descubrimiento principal evidencia que la sentencia 

absolutoria no genera un impacto constante. Cuando una decisión clara determina que 

los bienes eran lícitos o que el delito no tuvo un origen, el proceso pierde su fundamento 

material. Por otro lado, si la ausencia se debe a una falta de participación o de prueba 
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personal, la investigación podrá continuar siempre que esté basada en hechos y pruebas 

irrefutables. 

Figura 1 

Red semántica jerárquica de los alcances jurídicos de la autonomía del lavado de activos 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Elaboración propia, mostrando los patrones identificados en las ocho entrevistas 

Interpretación de la figura.  La red jerárquica organiza el razonamiento de los 

participantes en tres niveles. En el primero, la autonomía surge como independencia 

procesal en ausencia de condena previa; en el segundo, se incluye la exigencia material 

de demostrar el procedimiento penal de las acciones; y en el tercero, la consecuencia 

jurídica varía según el fundamento específico de la absolución. Esta estructura muestra 

que la autonomía no opera como una regla absoluta, sino como una facultad que 

depende de la existencia previa y objetiva de un acto ilícito. Asimismo, la figura muestra 

los efectos de cada modo absoluto. Cuando se detectan sucesos y acciones, si no se 

encuentra el origen del delito o la declaración de la licencia de propiedad, se puede 

archivar, sobreseer o absolver. Por otro lado, la insuficiencia de evidencia o la falta de 

participación pueden contribuir a que la continuidad se mantenga. Sin embargo, en 

términos generales, existen elementos genuinos y una motivación fortalecida que indican 

que las imputaciones previamente rechazadas se repiten. 
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Resultado del objetivo específico 2. Analizar si la utilización de ingresos provenientes 

de actividades informales como indicio de lavado de activos puede afectar la presunción 

de inocencia, la legalidad penal y la debida motivación. 

Tabla 2 

Informalidad económica, prueba indiciaria y garantías constitucionales 

Hallazgo temático Síntesis de los discursos Participantes 

Informalidad distinta 
de criminalidad 

La ausencia de formalización, bancarización o 
documentación tributaria puede revelar 
irregularidades, pero no demuestra por sí 
misma la procedencia criminal del dinero. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Necesidad de 
indicios 

convergentes 

La relevancia penal surge cuando la 
informalidad concurre con desproporción 
patrimonial, operaciones atípicas, interposición 
de terceros, simulación documental o vínculos 
verificables con actividades criminales. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Carga probatoria del 
Ministerio Público 

La persona investigada puede aportar 
explicaciones, pero no debe asumir la 
obligación de demostrar su inocencia ni la 
licitud absoluta de todo su patrimonio. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Motivación 
contextual y 
suficiente 

La decisión debe valorar integralmente la 
actividad económica, su duración, capacidad 
real, clientes, proveedores, flujos y 
contraindicios, evitando inferencias 
automáticas. 

J01, J02, F01, 
F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Nota. Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas. 

 

Interpretación de la tabla. Los participantes hicieron una distinción nítida entre la 

actividad delictiva y la informalidad económica. La falta de recibos o registros puede 

justificar una verificación patrimonial, pero no es posible establecer por sí sola que hay un 

lavado de actividades. Esta coincidencia es especialmente relevante en el contexto de 

Perú, en donde una proporción importante de la actividad económica tiene lugar con 

diferentes niveles de informalidad. El riesgo constitucional se produce cuando la 

informalidad se transforma en una asunción de responsabilidad automática. El sistema de 

justicia penal, a pesar de los discursos analizados, solo puede sostenerse en una serie 

de indicadores objetivos y convergentes relacionados con la actividad delictiva y 

valorados de manera colectiva. Por otro lado, se amplía sin duda alguna el alcance del 
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tipo penal, se ve afectada la presunción de inocencia y se debilita la importancia de la 

motivación. 

Figura 2 

Diagrama Sankey sobre ingresos informales, prueba indiciaria y garantías 

constitucionales 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 

Nota. Elaboración propia, mostrando los patrones identificados en las ocho entrevistas 

Interpretación de la figura. Sankey demuestra que la configuración del lavado de 

activos no tiene una correlación directa con el ingreso informal. La informalidad genera 

datos de contexto, tales como ausencia de bancarización, desequilibrio patrimonial u 

operaciones inusuales. El valor de estos datos se determina en función de su 

convergencia con factores objetivos y, específicamente, con un cálculo comprobable 

acerca de una actividad delictiva. Así, el flujo visual llega a una conclusión automática 

entre la criminalidad y la informalidad. Las garantías constitucionales se presentan como 

un filtro transversal en el razonamiento probatorio. La presunción de inocencia requiere 

que el investigado demuestre la legitimidad de todos sus bienes; la legalidad demanda 

que se reconozcan los elementos del tipo penal; y la motivación adecuada exige que se 

explique por qué las pruebas son numerosas, coherentes y suficientes. En consecuencia, 
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un conjunto de datos separado puede apoyar una verificación inicial, pero no una 

conclusión sobre responsabilidad. 

 

Resultado del objetivo específico 3. Determinar los límites constitucionales aplicables 

al mantenimiento de la incautación de bienes cuando existe una sentencia firme 

absolutoria respecto del delito fuente. 

Tabla 3 

Límites constitucionales del mantenimiento de la incautación 

Hallazgo temático Síntesis de los discursos Participantes 

Revisión obligatoria 

de la medida 

La absolución firme obliga a revisar 

nuevamente la base fáctica, probatoria y 

jurídica que justificó la incautación. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Levantamiento como 

regla 

Cuando la sentencia descarta el delito fuente o 

reconoce la licitud de los bienes, corresponde 

levantar la medida si no existe otro 

fundamento independiente. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Mantenimiento 

excepcional 

La incautación solo podría continuar ante otros 

hechos, otra actividad criminal o evidencia 

autónoma que mantenga una finalidad 

cautelar concreta. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Parámetros 

constitucionales 

La medida debe respetar legalidad, idoneidad, 

necesidad, proporcionalidad, temporalidad, 

motivación reforzada y derechos de terceros 

de buena fe. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Nota. Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas. 

 

Interpretación de la tabla. La coincidencia de los ocho participantes permite concluir que 

la incautación no puede mantenerse de manera automática debido a un sólido absoluto. 

Su continuidad exige una revisión actualizada de sus supuestos y del propósito del 

proceso previsto, ya que es una medida temporal que limita los derechos de propiedad. 

Cuando la sentencia demuestra que no hubo actividad delictiva o que los bienes eran 

legítimos, la medida pierde su justificación y debe ser levantada. El mantenimiento solo 

es aceptable de manera excepcional si hay elementos independientes o hechos 

diferentes que conecten directamente los bienes con otra actividad ilegal. 
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Figura 3 

Red condicional para la revisión constitucional de la incautación​ ​  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Elaboración propia, mostrando los patrones identificados en las ocho entrevistas. 

La red condicional muestra que, tras una sentencia absoluta y firme, es necesario 

proceder inmediatamente a un control judicial de la medida de incauté ya que su 

mantenimiento no puede automatizarse. La justificación del efecto patrimonial 

desaparece y se levanta con la devolución de los bienes cuando la determinación 

absoluta establece la inexistencia de la fuente del delito o reconoce el origen legítimo de 

los bienes. Sólo excepcionalmente podrá mantenerse la medida si concurren hechos 

distintos, pruebas auténticas y conexión concreta con otra actividad delictiva, con estricto 

apego a los principios de legalidad, idoneidad, necesidad, proporcionalidad, temporalidad 

y protección a terceros de buena fe. Como resultado, la gravedad del acto de lavado de 
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activos por sí sola no proporciona justificación suficiente para extender una restricción 

patrimonial. 

Resultado del objetivo específico 4. Establecer criterios jurídicos que permitan 

compatibilizar la autonomía del lavado de activos con la cosa juzgada, el debido proceso 

y la seguridad jurídica. 

Tabla 4 

Criterios jurídicos para compatibilizar autonomía y garantías constitucionales 

Criterio jurídico Contenido operativo 
Sustento en 
participantes 

Diferenciar el 

fundamento de la 

absolución 

Determinar si la decisión se basó en 

inexistencia del delito, origen lícito, falta de 

participación o insuficiencia probatoria. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Verificar identidad 

material 

Comparar hechos, bienes, periodos, 

operaciones y actividad criminal analizados 

en ambos procesos. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Exigir base 

independiente 

Identificar otra actividad criminal, nuevos 

hechos o elementos probatorios que no 

hayan sido descartados por la sentencia 

firme. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Aplicar motivación 

reforzada 

Explicar por qué la continuidad no contradice 

la cosa juzgada ni traslada la carga de la 

prueba al investigado. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Controlar medidas 

restrictivas 

Revisar necesidad, proporcionalidad, 

temporalidad y posibilidad de medidas menos 

gravosas. 

J01, J02, F01, 

F02, A01, A02, 

A03 y A04 

Nota. Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas. 

 
Interpretación de la tabla. Los criterios construidos a partir de las entrevistas muestran 

que la compatibilización no depende de aplicar de manera aislada la autonomía del 

lavado de activos. El primer paso consiste en examinar el fundamento material de la 

absolución y determinar qué hechos quedaron definitivamente resueltos. La continuidad 

solo puede justificarse cuando existe una diferencia objetiva entre ambos procesos y una 

base probatoria independiente. A ello se suma la necesidad de una motivación reforzada 
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que responda expresamente a la cosa juzgada, el debido proceso y la seguridad jurídica, 

así como de un control estricto sobre las medidas que restrinjan derechos 

 

Figura 4 

Gráfico de fuerza dirigida de los criterios de compatibilización jurídica​  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Elaboración propia, mostrando los patrones identificados en las ocho entrevistas 

 

Interpretación de la figura. En el gráfico de fuerza dirigida, la compatibilidad 

constitucional se presenta como una estructura de relaciones interdependientes. El nodo 

central está vinculado con la seguridad jurídica, el debido proceso, la cosa juzgada y la 

autonomía relativa. Por su parte, los criterios operativos, la identidad de los hechos, la 

prueba fehaciente, la motivación reforzada, el tipo de absolución y la proporcionalidad, 

determinan cómo se debe implementar cada garantía en un caso particular. Las 

conexiones entre los nodos hacen posible hallar las relaciones analíticas más relevantes. 

La identidad material de los hechos y la prohibición de decisiones contradictorias se 

relacionan con lo que se juzga; el proceso debido está vinculado con el derecho a 
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defenderse y la motivación reforzada; y la autonomía relativa depende de contar con 

pruebas auténticas. En términos generales, la visualización revela que la autoridad solo 

puede continuar el proceso si demuestra una diferencia objetiva con lo que ya se ha 

decidido. 

Resultado del objetivo general. Analizar los límites constitucionales de la autonomía del 

delito de lavado de activos cuando existe una sentencia firme absolutoria respecto de la 

actividad criminal precedente en el ordenamiento jurídico peruano. 

Tabla 5 

Resultado integrador sobre los límites constitucionales de la autonomía 

Dimensión 
integradora Resultado cualitativo Alcance jurídico 

Naturaleza de la 
autonomía 

La autonomía permite investigar el lavado 
sin condena previa, pero no elimina la 
acreditación del origen delictivo. 

Autonomía procesal 
y funcional de 
carácter relativo. 

Efecto de la 
sentencia firme 

La inexistencia del delito fuente o la licitud 
de los bienes impiden mantener la misma 
hipótesis de lavado. 

Eficacia material de 
la cosa juzgada. 

Continuidad 
excepcional 

La persecución puede continuar ante 
hechos, activos, periodos o fuentes 
criminales distintos y con prueba 
independiente. 

Exigencia de 
diferenciación fáctica 
y probatoria. 

Garantías 
constitucionales 

Presunción de inocencia, legalidad, debido 
proceso, motivación, seguridad jurídica y 
propiedad limitan el poder persecutorio. 

Prohibición de 
automatismos y 
arbitrariedad. 

Criterio final 

La autonomía debe aplicarse de manera 
compatible con la sentencia firme y con 
control reforzado de las decisiones y 
medidas restrictivas. 

Equilibrio entre 
eficacia penal y 
protección 
constitucional. 

Nota. Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas. 

 

Interpretación de la tabla. El análisis conjunto de las ocho entrevistas conduce a la 

conclusión de que la autonomización del crimen de lavado de activos se considera una 

herramienta esencial para prevenir que su persecución esté sujeta a una condena 

anterior por parte del origen del delito. No obstante, los participantes se opusieron a una 

lectura absoluta debido a que el origen delictivo de las mercancías es todavía un 

supuesto que debe ser comprobado durante el proceso. El litigio primario se presenta 

cuando una sentencia definitiva determina que no hubo actividad delictiva o que la 

actividad delictiva fue legítima. En este caso, la prolongación de los mismos hechos tuvo 

un impacto negativo en el fallo, la presunción de inocencia, el proceso debido y la certeza 
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jurídica. La persecución mantiene su legitimidad únicamente en el caso de que haya una 

hipótesis verdaderamente diferente, sustentada por pruebas genuinas y acompañada de 

un impulso reforzado. 

 

Figura 5 

Diagrama Sankey integrador de la autonomía y sus límites constitucionales​  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Nota. Elaboración propia, mostrando los patrones identificados en las ocho entrevistas 

 

Interpretación de la figura. Los efectos de la firmeza absoluta cambian dependiendo de 

su base, y este es el principal hallazgo del estudio, como se resume en el gráfico 

integrador. Cuando se declare que el origen de la actividad es inexistente, el flujo se 

orienta a la finalización de la persecución y a la revisión de las medidas patrimoniales. Si 

la absolución se fundamenta en la falta de participación o en pruebas insuficientes, es 

posible que exista continuidad sujeta a pruebas independientes, delimitación formal y 

motivación reforzada. Todos los caminos se hallan dentro de las fronteras 

constitucionales, lo que evidencia que la autonomía no opera al margen del debido 

proceso, la presunción de inocencia, los derechos de propiedad, la seguridad jurídica y la 

cosa juzgada. El número permite dar respuesta al objetivo general, evidenciando que la 

persecución real del lavado de dinero se realiza de manera ética si no infringe hechos 

probados con evidencia contundente o disminuye el nivel de prueba requerido en lo 

penal. 
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V.​ DISCUSIÓN 

El resultado obtenido para el objetivo general afirma que los límites 

constitucionales de la autonomía del acto de lavado de actividades se fundamentan en un 

grado relativo de autonomía del proceso, el cual posibilita investigar y sancionar este 

delito sin requerir una condena previa del origen ilícito del delito, aunque no libera de la 

responsabilidad de reconocer el origen ilegal de los bienes. El análisis combinado de las 

entrevistas también demostró que una sentencia firme y absoluta que establece la 

inexistencia de actividad delictiva previa o la legalidad de las acciones supone sostener la 

misma hipótesis de lavado, todo ello debido a la eficacia material del fallo y a la necesidad 

de salvaguardar garantías tales como el derecho a ser considerado inocente, el debido 

proceso, los derechos de propiedad, la seguridad jurídica y la legalidad. Estos hallazgos 

se alinean parcialmente con los de Veronika y Asmarasari (2026), quienes concluyeron 

que la efectividad de la recuperación de la actividad requiere mecanismos legales que 

superen el formalismo excesivo, aunque difieren en enfatizar la necesidad de respetar los 

límites constitucionales en todas las acciones estatales. Además, mantienen relación con 

Foppel (2026), quien sostuvo que la independencia del lavado no puede separarse 

plenamente de la persecución del delito anterior ya que esto afectaría la seguridad 

jurídica. Desde un punto de vista teórico, la autonomía del lavado de actividades permite 

realizar acciones destinadas a ocultar o legitimar bienes ilícitos sin necesidad de condena 

previa, siempre que se demuestre su ilegalidad (Calisaya, 2018); sin embargo, estas 

acciones continúan ligadas al requisito de acreditar el verdadero origen delictivo de las 

actividades (Lamas, 2017). Para resumir, la autonomía del delito de lavado de activos es 

un instrumento legal para luchar contra el crimen organizado; sin embargo, su aplicación 

debe ser coherente con el respeto absoluto de las garantías constitucionales y las 

repercusiones de una sentencia firme y definitiva, garantizando un balance entre la 

protección de los derechos fundamentales y la eficacia en la persecución penal. 

Los resultados obtenidos para el objetivo específico 1 hizo posible establecer que 

la extensión jurídica de la autonomía del delito de lavado de activos ante una sentencia 

absolutoria firme es relativa, no absoluta, corroborando que la independencia procesal de 

este crimen no suprime la obligación de admitir el origen ilegal de los bienes implicados. 

El estudio de las entrevistas con fiscales, abogados y jueces revela que existe un 

consenso más amplio en que el proceso penal por lavado puede empezar y progresar sin 

la necesidad de una condena previa por el delito subyacente. No obstante, si una 

sentencia firme determina la ilegalidad de las actividades o la ausencia del delito anterior, 

la misma hipótesis de lavado pierde sustentabilidad jurídica debido a los efectos de la 
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cosa juzgada. Estos descubrimientos tienen relación con Karapatakis (2026), quien 

destacó que las medidas de persecución y prevención deben respetar los derechos 

fundamentales, y Bikelis (2025), que alertó que el principio de proporcionalidad se infringe 

si se imponen sanciones legales sin prueba suficiente de origen criminal. Desde un punto 

de vista teórico, la teoría pluriofensiva sostiene que el lavado de actividades afecta al 

mismo tiempo a la administración de justicia, al orden económico y a la seguridad pública 

(Chamba y Santillán, 2022). Por su parte, Loli (2024) indica que este crimen, por su 

autonomía procesal, necesita que se pruebe el origen ilegal de los bienes. En resumen, la 

autonomía del lavado de actividades es un instrumento jurídico para la persecución penal; 

no obstante, su aplicación se ve restringida constitucionalmente si una sentencia firme ha 

probado de manera definitiva el origen ilícito de las actividades o el delito. 

Los resultados obtenidos para el objetivo específico 2 hizo posible establecer que 

el empleo de ganancias derivadas de actividades informales como indicador del declive 

de actividad puede influir en la presunción de inocencia, en el derecho penal y en la 

motivación debida si se asume automáticamente que la informalidad es evidencia de 

criminalidad. Los jueces, fiscales y abogados coinciden en que la falta de documentación 

tributaria o bancaria o de formalización puede ser motivo para una indagación patrimonial; 

sin embargo, no aportan pruebas suficientes acerca del origen ilegal de los recursos. Los 

participantes indicaron que la relevancia del sistema penal se presenta generalmente 

cuando la informalidad convive con otros indicadores objetivos y convergentes, como la 

desproporción patrimonial, las operaciones financieras inusuales, el uso de terceros, la 

verificación documental o verificable de los actos criminales. Asimismo, se indicó que el 

fiscal del Ministerio Público debe aceptar la legitimidad del producto sin requerir que el 

investigado pruebe su inocencia o la total legalidad de todos sus bienes. Estos hallazgos 

son coherentes con la conclusión de Torres (2023), quien sostiene que para aceptar 

evidencia empírica y evaluarla conforme a derechos básicos, es indispensable utilizar el 

test de proporcionalidad. Según la teoría del delito fuente, que es de carácter teórico, el 

lavado de actividades se forma a partir del reconocimiento de una actividad delictiva 

anterior a la cual pertenecen los bienes que se ocultan o legalizan (Loli, 2024). Por lo 

tanto, se determina que la informalidad económica tiene el potencial de ser un factor 

relevante en términos circunstanciales para comenzar verificaciones patrimoniales; sin 

embargo, no puede usarse como base única de responsabilidad penal, ya que esto 

pondría en peligro la presunción de inocencia, expandiría inapropiadamente el rango del 

tipo de pena y afectaría los requisitos constitucionales de motivación suficiente. 
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Los resultados obtenidos para el objetivo específico 3 se vio que las limitaciones 

constitucionales relacionadas con la salvaguarda del derecho de propiedad, cuando hay 

un fallo firme y rotundo sobre el delito inicial, se basan en la necesidad de llevar a cabo 

una revisión exhaustiva de la medida cautelar y en la defensa de los derechos esenciales 

que se ven perjudicados. Los jueces, fiscales y abogados coincidieron en que la 

incautación no puede seguir de manera automática después de una absolución firme. 

Esto se debe a que es un procedimiento temporal que limita los derechos de propiedad y 

cuya validez depende de la permanencia de las condiciones que la justificaron en un 

principio. Los participantes aclararon que, a menos que haya una base de hechos y 

pruebas independiente que relacione los bienes con otra conducta criminal, la respuesta 

es eliminar la medida y reemplazar las actividades si la sentencia rechaza que el delito 

subyacente exista o admite la legitimidad de los bienes. Asimismo, subrayaron que toda 

decisión extraordinaria en lo que respecta a alimentos tiene que acatar los principios de 

idoneidad, necesidad, proporcionalidad y legalidad. Estos descubrimientos concuerdan 

con los de Loli (2024), que afirma que la autonomía del blanqueo de actividades es 

procesalmente ética y que el origen del delito continúa siendo un elemento fundamental 

para legitimar las consecuencias patrimoniales y penales. Desde una perspectiva teórica, 

la teoría del debido proceso sostiene que todas las acciones del Estado deben honrar las 

garantías de la Constitución, sobre todo cuando limitan derechos esenciales como la 

propiedad. La teoría exige decisiones bien fundamentadas y que sean coherentes con un 

proceso justo (Landa, 2017). En conclusión, la incautación de bienes no puede 

prolongarse automáticamente mediante una sentencia dura y absoluta; más bien, 

requiere una evaluación judicial rigurosa que asegure el equilibrio entre la efectividad del 

procesamiento penal y la protección de los derechos constitucionales. 

Los resultados obtenidos para el objetivo específico 4 pudo determinar que para 

que la autonomía del delito de lavado de activos sea compatible con las garantías 

constitucionales de la cosa juzgada, el debido proceso y la seguridad jurídica, es 

necesario aplicar criterios jurídicos objetivos que prevengan decisiones contradictorias o 

arbitrarias. El análisis de las entrevistas a fiscales, jueces y abogados también mostró que 

están de acuerdo en que el primer paso consiste en establecer el fundamento material de 

la sentencia absoluta. Esto implica distinguir si esta se apoya en la falta del delito original, 

la procedencia legítima de los bienes, la ausencia del acusado o la insuficiencia 

probatoria. Asimismo, se recalcó lo crucial que es verificar la identidad material de los 

hechos, bienes, periodos y actividades criminales analizadas en las dos investigaciones 

para establecer si hay una diferencia objetiva real que justifique el seguimiento de la 
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pesquisa. Los participantes señalaron, además, que todas las acciones posteriores deben 

contar con una base probatoria independiente y una motivación reafirmada que explique 

explícitamente por qué la nueva persecución no compromete el objeto de la investigación 

ni traslada injustamente al investigado la carga de la prueba. Estos hallazgos guardan 

relación con Pantoja (2023), quien destacó la importancia de la actividad probatoria para 

sustentar válidamente las decisiones en los procesos por lavado de activos. Desde un 

punto de vista teórico, la presunción de inocencia exige que todas las imputaciones se 

basen en pruebas suficientes y legalmente obtenidas, prohibiéndose la presunción de 

culpabilidad o el origen ilícito de las mercancías sin pruebas objetivas (Ferrajoli, 2018). 

Además, como manifestación del derecho penal económico, el lavado de actividades 

busca salvaguardar el orden financiero y económico sancionando acciones encaminadas 

a legitimar recursos ilícitos (Calisaya, 2018). En conclusión, sólo cuando se fundamenta 

en hechos distintos, prueba independiente y una motivación judicial rigurosa que asegure 

el respeto de los derechos fundamentales es constitucionalmente compatible la 

autonomía del lavado de actividades con la cosa juzgada, el debido proceso y la 

seguridad jurídica. 
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VI.​CONCLUSIONES 

Se concluye que la autonomía del delito de lavado de activos se encuentra 

restringida constitucionalmente por el debido proceso, la presunción de inocencia, los 

derechos penales y la seguridad jurídica. Aunque habilita la investigación del lavado sin 

una condena previa de la fuente del delito, no permite ignorar un fallo sólido que 

determine la presencia del delito anterior o la ilegalidad de los bienes. Por esta razón, 

cualquier continuidad procesal necesita hechos diferentes, pruebas independientes y una 

justificación que esté reforzada por la Constitución. 

Se concluye que la autonomía del delito de lavado de activos es procesal y 

relativa, pues posibilita la investigación de este crimen sin que haya una condena anterior 

por parte de la fuente, aunque exige el reconocimiento del origen ilícito de los bienes. 

Asimismo, si una sentencia enérgica determina que no se cometió el delito previo o que 

las actividades fueron lícitas, es necesario sostener la misma imputación de lavado a 

menos que surjan hechos distintos o evidencias reales que justifiquen un nuevo 

procedimiento penal. 

Se concluye que los beneficios de las actividades informales no ofrecen pruebas 

suficientes de pérdida de actividad, ya que la actividad económica informal no es 

sinónimo de actividad criminal. Para la imputación penal se necesitan indicadores 

objetivos, muchos y que concuerden, los cuales posibilitan identificar el origen ilegal de 

las mercancías. Por lo tanto, recurrir a la informalidad como base de la responsabilidad te 

pone en riesgo de caer bajo el derecho penal, la presunción de inocencia y la exigencia 

de una motivación adecuada. 

Se concluye que para una pena firme y total por el primer delito es necesario 

revisar la legalidad y la validez de la confiscación de bienes. En términos generales, la 

medida se incrementa cuando el fallo judicial establece que no hay actividad delictiva o 

valida la procedencia legítima de las actividades. La incautación solo podrá sostenerse de 

manera excepcional cuando haya pruebas independientes o hechos diferentes que 

apoyen un objetivo cautelar que sea coherente con los principios constitucionales. 

Se concluye que para que la autonomía de actividad y las garantías 

constitucionales sean compatibles, hacen falta estándares legales objetivos que eviten 

contradicciones con lo juzgado. Algunos de ellos son: el fortalecimiento de la motivación 

para tomar decisiones, la constatación de la identidad material de los hechos, el 

establecimiento del fundamento de la absolución y la presencia de evidencias 
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independientes. Estos estándares aseguran la protección de los derechos esenciales, el 

debido proceso y la seguridad jurídica. 

 

VII.​ RECOMENDACIONES 

Se recomienda mejorar la regulación jurisprudencial y los estándares de actuación 

judicial y fiscal en lo que concierne a los límites constitucionales de la autonomía del 

delito de lavado de activos, estableciendo criterios precisos para casos en los que se ha 

dictado una sentencia absoluta e inamovible sobre el origen del crimen. Esto posibilitaría 

asegurar un seguimiento penal eficaz en caso de que se pierdan actividades, sin poner en 

riesgo derechos fundamentales como la presunción de inocencia, el derecho a ser 

juzgado, la seguridad jurídica, el debido proceso y los derechos relacionados con la 

propiedad. 

Se recomienda que los jueces y las autoridades fiscales apliquen la autonomía del 

delito de lavado de activos como una institución procesal y relativa, verificando en todo 

momento la presencia de elementos objetivos que demuestren el origen ilegal de los 

bienes. Con el fin de asegurar la seguridad jurídica y evitar que se afecte lo ya juzgado, 

es imprescindible igualmente examinar el contenido y la extensión de las sentencias 

firmes vinculadas al delito original antes de impulsar o proseguir una investigación a 

través del lavado de activos. 

Se recomienda que las autoridades competentes y el Ministerio Público no 

contemplen la informalidad económica como una señal veraz o suficiente de pérdida de 

actividad. Las decisiones fiscales y judiciales deben estar sustentadas en un conjunto de 

indicadores objetivos, plurales y concordantes que les permitan demostrar racionalmente 

la legitimidad de los derechos, respetando la presunción de inocencia, el derecho penal y 

la obligación constitucional de motivación adecuada de las decisiones. 

Se recomienda que cualquier medida de encarcelamiento sea sometida a una 

revisión judicial inmediata en el caso de que haya una sentencia firme y definitiva para la 

infracción original. Esta revisión tiene que corroborar si hay bases imparciales y objetivas 

que respalden la limitación patrimonial. Si estos elementos no están presentes, es 

apropiado levantar la medida, garantizando el cumplimiento de los principios de 

necesidad, proporcionalidad y temporalidad, así como del derecho a la propiedad. 

Se recomienda que el Poder Judicial aplique criterios coherentes para lograr un 

equilibrio entre la autonomía de actividad, el juzgado, el debido proceso y la seguridad 

jurídica. Para esto, las resoluciones tienen que establecer de manera precisa el 
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fundamento de la absolución anterior, corroborar la identidad material de los hechos, 

requerir pruebas independientes y elaborar una justificación reafirmada para mantener 

tanto la persecución penal como las acciones que limitan derechos. 
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ANEXOS 

Anexo 1. Matriz de operacionalización. 
Categoría de 

estudio Definición conceptual Subcategorías Definición de las subcategorías 
Indicadores o 
aspectos de 

análisis 

Preguntas de 
entrevista 

Categoría 1: 
Autonomía del 

delito de lavado 
de activos 

La autonomía del lavado 
de activos permite 
investigar, procesar y 
sancionar este delito sin 
que sea indispensable la 
existencia de una condena 
previa por el delito fuente. 
Sin embargo, esta 
autonomía no implica una 
separación absoluta de la 
actividad criminal 
precedente, porque el 
origen ilícito de los bienes 
constituye un elemento 
que debe ser acreditado 
dentro del proceso penal. 
La autonomía debe 
entenderse principalmente 
en un sentido procesal y 
probatorio, pero no como 
la eliminación del vínculo 
entre los activos y una 
actividad criminal previa 
(Loli Ausejo, 2024). 

Autonomía 
procesal del 
lavado de 
activos 

Se refiere a la posibilidad de iniciar y 
continuar una investigación por 
lavado de activos sin que 
previamente exista una sentencia 
condenatoria por la actividad criminal 
que generó los bienes. No obstante, 
la independencia procesal no 
excluye la obligación de demostrar el 
origen delictivo de los activos (Loli 
Ausejo, 2024). 

Independencia de 
la investigación; 
inexistencia de 
condena previa; 
persecución 
autónoma; 
relación entre el 
proceso de lavado 
y el proceso por el 
delito fuente. 

1. Desde su 
experiencia 
profesional, ¿cómo 
interpreta la 
autonomía del delito 
de lavado de activos 
reconocida en el 
ordenamiento 
jurídico peruano? 

Actividad 
criminal 
precedente 

Es la conducta delictiva previa de la 
cual proceden los bienes, dinero, 
efectos o ganancias posteriormente 
sometidos a actos de conversión, 
transferencia, ocultamiento o 
tenencia. Aunque no siempre se 
requiere identificar de manera 
exhaustiva un delito específico, debe 
acreditarse una actividad criminal 
con capacidad para generar los 
activos cuestionados (Loli Ausejo, 
2024). 

Existencia de 
actividad criminal; 
relación entre 
delito fuente y 
activos; 
determinación del 
hecho 
precedente; 
capacidad del 
delito para 
generar 
ganancias. 

2. ¿Considera que la 
autonomía del 
lavado de activos 
permite continuar 
con su investigación 
o juzgamiento 
cuando existe una 
sentencia firme 
absolutoria respecto 
del delito fuente? 
Explique su 
respuesta. 

Acreditación del 
origen ilícito de 
los activos 

Comprende la demostración, 
mediante prueba directa o indiciaria, 
de que los bienes investigados 
proceden de una actividad criminal. 
La autonomía del lavado no autoriza 
a presumir automáticamente el 
origen ilícito ni a sustituir su 
acreditación por la sola existencia de 

Prueba del origen 
ilícito; suficiencia 
probatoria; prueba 
indiciaria; 
conexión entre 
bienes y actividad 
criminal; 
contraindicios. 

3. ¿Qué efectos 
debería producir una 
absolución firme que 
declare que el delito 
fuente no existió o 
que los bienes 
investigados tuvieron 
origen lícito? 

 



un incremento patrimonial no 
explicado (Loli Ausejo, 2024). 

Origen ilícito 
frente a ingresos 
informales 

Constituye la aplicación de la 
exigencia de acreditar el origen 
criminal en situaciones donde el 
investigado obtiene ingresos 
provenientes de actividades 
económicas informales. La 
informalidad, la ausencia de 
bancarización o la falta de 
documentación tributaria pueden ser 
elementos de análisis, pero no 
equivalen por sí solos a la 
procedencia delictiva de los bienes 
(adaptado de Loli Ausejo, 2024). 

Informalidad 
económica; 
ausencia de 
documentación; 
desbalance 
patrimonial; falta 
de bancarización; 
indicios y 
contraindicios; 
diferenciación 
entre informalidad 
e ilicitud penal. 

4. ¿En qué 
circunstancias los 
ingresos 
provenientes de 
actividades 
económicas 
informales pueden 
ser considerados 
indicios de lavado de 
activos sin que se 
presuma 
automáticamente su 
origen delictivo? 

Categoría 2: 
Límites 

constitucionales 
frente a la 
absolución 

firme del delito 
fuente 

Los límites 
constitucionales son 
garantías que restringen el 
ejercicio del poder punitivo 
del Estado y exigen que 
toda investigación, medida 
restrictiva o decisión 
judicial respete la dignidad 
de la persona, el debido 
proceso, la presunción de 
inocencia, la cosa 
juzgada, la motivación de 
las resoluciones y los 
derechos patrimoniales. 
Estas garantías impiden 
que la autonomía del 
lavado de activos sea 
interpretada de manera 
arbitraria o ilimitada 
(Landa Arroyo, 2002, 
2017). 

Presunción de 
inocencia 

Es el derecho de toda persona a ser 
tratada como inocente mientras no 
exista una decisión judicial firme 
sustentada en actividad probatoria 
suficiente. También funciona como 
regla probatoria y de juicio, por lo 
que corresponde al Estado acreditar 
los elementos del delito sin trasladar 
al investigado la obligación de 
demostrar su inocencia (Landa 
Arroyo, 2002, 2017). 

Carga de la 
prueba; 
suficiencia 
probatoria; trato 
como inocente; 
duda razonable; 
prohibición de 
presunciones 
automáticas; 
valoración de 
contraindicios. 

5. ¿De qué manera 
la continuación de un 
proceso por lavado 
de activos, después 
de una absolución 
firme por el delito 
fuente, podría 
afectar la presunción 
de inocencia del 
investigado? 

Debido proceso 
y debida 
motivación 

El debido proceso comprende un 
conjunto de garantías materiales y 
procesales destinadas a evitar 
decisiones arbitrarias. Entre ellas se 
encuentra el deber de motivar las 
resoluciones judiciales, que exige 
explicar de manera lógica, suficiente 
y congruente las razones que 
justifican continuar el proceso o 
mantener medidas restrictivas 
(Landa Arroyo, 2002, 2017). 

Motivación 
suficiente; 
razonamiento 
jurídico; 
congruencia; 
valoración integral 
de pruebas; 
derecho de 
defensa; 
prohibición de 
arbitrariedad. 

6. ¿Qué exigencias 
de motivación 
deberían cumplirse 
para continuar una 
investigación por 
lavado de activos 
después de una 
sentencia firme 
absolutoria por el 
delito fuente? 

 



Cosa juzgada y 
seguridad 
jurídica 

La cosa juzgada garantiza que una 
decisión judicial firme no sea 
desconocida, modificada o 
contradicha por otro proceso 
respecto de los mismos hechos y 
fundamentos. La seguridad jurídica 
exige estabilidad y previsibilidad en 
las decisiones estatales, 
especialmente cuando una sentencia 
firme ha descartado la existencia del 
hecho delictivo o el origen ilícito de 
los bienes (Landa Arroyo, 2017). 

Firmeza de la 
sentencia; 
identidad de 
hechos; efectos 
vinculantes de la 
absolución; 
prohibición de 
decisiones 
contradictorias; 
estabilidad de las 
resoluciones. 

7. ¿Qué diferencias 
jurídicas advierte 
entre una absolución 
por inexistencia del 
delito fuente, una 
absolución por falta 
de participación y 
una absolución por 
insuficiencia 
probatoria? 

Derecho de 
propiedad y 
proporcionalidad 
de la incautación 

El derecho de propiedad puede ser 
objeto de restricciones cuando estas 
se encuentren previstas legalmente y 
respondan a una finalidad 
constitucionalmente legítima. Sin 
embargo, la incautación debe 
superar un análisis de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad, 
especialmente cuando existe una 
sentencia firme que ha descartado el 
delito fuente o el origen ilícito de los 
bienes (Landa Arroyo, 2017). 

Legalidad de la 
incautación; 
finalidad de la 
medida; 
necesidad; 
proporcionalidad; 
duración 
razonable; 
devolución de 
bienes; afectación 
del derecho de 
propiedad. 

8. ¿Considera 
constitucionalmente 
válido mantener la 
incautación de 
bienes después de 
una sentencia firme 
absolutoria respecto 
del delito fuente? 
¿Qué criterios 
deberían aplicarse? 

Nota. Elaboración propia.     

 



Anexo 2. Entrevista 

La presente entrevista tiene como finalidad recoger información especializada desde la 

experiencia de profesionales del Derecho respecto a la autonomía del delito de lavado de 

activos en el ordenamiento jurídico peruano. En particular, se busca analizar cómo esta 

autonomía incide en la continuidad de la investigación y el juzgamiento del delito, 

especialmente cuando existe una sentencia firme absolutoria respecto del delito fuente. 

Asimismo, se pretende explorar las implicancias jurídicas, constitucionales y procesales 

que se derivan de dicha autonomía, considerando principios fundamentales como la 

presunción de inocencia, la motivación de las resoluciones judiciales y la protección del 

patrimonio del investigado. Las respuestas obtenidas permitirán enriquecer el análisis 

jurídico de la investigación y contrastar criterios entre operadores del sistema de justicia. 

N.
º 

Pregunta 

1 Desde su experiencia profesional, ¿cómo interpreta la autonomía del delito de 
lavado de activos reconocida en el ordenamiento jurídico peruano? 

2 ¿Considera que la autonomía del lavado de activos permite continuar con su 
investigación o juzgamiento cuando existe una sentencia firme absolutoria 
respecto del delito fuente? Explique su respuesta. 

3 ¿Qué efectos debería producir una absolución firme que declare que el delito 
fuente no existió o que los bienes investigados tuvieron origen lícito? 

4 ¿En qué circunstancias los ingresos provenientes de actividades económicas 
informales pueden ser considerados indicios de lavado de activos sin que se 
presuma automáticamente su origen delictivo? 

5 ¿De qué manera la continuación de un proceso por lavado de activos, después de 
una absolución firme por el delito fuente, podría afectar la presunción de inocencia 
del investigado? 

6 ¿Qué exigencias de motivación deberían cumplirse para continuar una 
investigación por lavado de activos después de una sentencia firme absolutoria 
por el delito fuente? 

7 ¿Qué diferencias jurídicas advierte entre una absolución por inexistencia del delito 
fuente, una absolución por falta de participación y una absolución por insuficiencia 
probatoria? 

8 ¿Considera constitucionalmente válido mantener la incautación de bienes 
después de una sentencia firme absolutoria respecto del delito fuente? ¿Qué 
criterios deberían aplicarse? 

 

 
 

 



Anexo 3. Validaciones  
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